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Expediente No. 2011-067 
 
SECRETARIA. En la fecha al Despacho de la señora Juez, con el anterior proceso laboral –

cumplimiento de sentencia, instaurado por VLADIMIR ENRIQUE AVENDAÑO CEPEDA contra la 
ANA DEL CARMEN VERDUGO MATTOS, informándole que dentro del presente proceso se 

encuentran liquidadas las costas. Sírvase Proveer. 27 de abril del 2021. 
 

WENDY PAOLA OROZCO MANOTAS 
SECRETARIA  

 
JUZGADO SEXTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

27 DE ABRIL DEL 2021 
 

Visto el anterior informe secretarial y de conformidad a la información que reposa dentro del 

expediente, con fundamento en el artículo 48 del CPL y de la SS y en el numeral 12 del artículo 42 

del CGP, que señalan en su orden, que el Juez como director del proceso debe adoptar las 

medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio entre 

las partes así como el deber de ejercer control de legalidad -pilares que inspiran la administración y 

prestación del servicio público de justicia.; se adoptará la siguiente decisión, teniendo en cuenta 

que se ha evidenciado una irregularidad constitucional y legal que debe declararse desde la etapa 

inicial del trámite ordinario. 

 

Lo anterior por cuanto, el trámite impreso en este asunto ha sido edificado sobre una violación al 

derecho al debido proceso y defensa -en criterio de esta operadora judicial-, de carácter 

insaneable, aún cuando la parte afectada no ejerciera actividades certeras con el objeto de 

conjurar el vicio; si bien, los precedentes jurisprudenciales enseñan que i) la Administración de 

Justicia está confiada a los jueces,  ii) que ella no se puede dispensar en principio sin que las 

partes cuenten con la asistencia de un abogado, de quien se espera actúe con pericia, habilidad y 

diligencia; y iii) que son las partes, al ser cargas que solo les incumben a ellas, las que escogen 

sus medios de prueba, su argumentación, su defensa, el camino fáctico y probatorio para el mérito 

de las pretensiones o excepciones y por tanto deben asumir las consecuencias favorables o 

desfavorables de ese actuar o decisión; lo cierto es que para que todo ello ocurra, la Litis ha debido 

notificarse en debida forma.  

 

Así las cosas, cuando se presenta una irregularidad como la de este asunto, que trasciende, afecta 

y vulnera el derecho al debido proceso, de manera ostensible, probada, significativa, trascendental 

y con repercusiones sustanciales y directas en la decisión final, no puede el Despacho dejarla 

pasar desapercibida. 

 

Por las razones que se expondrán a continuación, este Juzgado, con fundamento en el principio de 

independencia y autonomía judicial, se aparta en forma respetuosa, razonada y motivada de otros 

pronunciamientos judiciales, al estar en desacuerdo con las interpretaciones normativas realizadas 

respecto a este asunto y por el contrario, encontrar consonancia, de acuerdo al entendimiento y 
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función de interpretación de la ley que me asisten, con aquéllos que enseñan que transgredir el 

debido proceso significa, ni más ni menos, pretermitir un acto procesal expresamente señalado por 

la ley como requisito sine qua non para adelantar el subsiguiente, pues tal y como la H. Corte 

Constitucional lo enseñó, todo proceso es un conjunto reglado de actos que deben cumplirse en 

determinados momentos y acatando un orden que garantice su continuidad, al punto que un acto 

no resulta posible si no se ha superado la oportunidad en que debe ejecutarse otro anterior, y así 

sucesivamente; como ocurre en este caso, en el cual, sin estar debidamente notificada la demanda 

y por ende, trabada la Litis, aún así, se continuó con las siguientes etapas. 

 

i. Marco teórico, legal y jurisprudencial: 
 

Del derecho al debido proceso, defensa y contradicción: 
 

El marco legal, nacional e internacional y de manea armónica, la jurisprudencia, han enseñado que 

el derecho a la defensa, desde el punto de vista material, incluye el derecho de la persona a ser 

oída, a hacer valer sus razones y argumentos, a controvertir los cargos que se le imputan 

contradiciendo y objetando las pruebas en su contra, solicitando las que estime convenientes y 

ejerciendo los recursos o impugnaciones que la ley otorga; y que desde el punto de vista técnica, 

se refiere al derecho de contar de manera real, efectiva, permanente e ininterrumpida con la 

asistencia de un abogado de confianza o de oficio -curador ad litem, en el ámbito laboral-.  

 

Recuérdese que la Constitución Política de 1991, dotó de fuerza vinculante para las autoridades 

judiciales, la reglamentación internacional relacionada con los derechos humanos; razón por la que 

la democracia constitucional del país y su ordenamiento jurídico se fundamenta en la legitimación, 

garantía y protección de los derechos humanos, a cargo del Estado, no solo en virtud del texto 

constitucional, sino ante las obligaciones y pactos internacionales que voluntariamente Colombia 

ha aceptado, con los tratados ratificados y que en virtud del principio “Pacta Sunt Servanda”, 

previsto en el artículo 26 de la Convención de Viena, está obligada a cumplir de buena fe. 

 

Para el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, situar los derechos sociales por 

fuera de la protección judicial, es una interpretación arbitraria e incompatible con los principios de 

indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos y con el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que junto con el Protocolo de San Salvador, hacen 

parte del bloque de constitucionalidad, conforme lo estableció la H. Corte Constitucional en 

sentencia C-038 de 2004; entendido éste como las normas que sin estar formalmente incluidas en 

el texto constitucional, han sido integrados a éste, se entienden situadas en el nivel o jerarquía 

constitucional y deben utilizarse como parámetros de control  e interpretación legislativa, por 

contener reglas, principios y valores protectores de los derechos humanos. 

 

Igualmente, ya se ha aclarado que aún si un determinado instrumento internacional no ha sido 

incluido dentro del bloque de constitucionalidad colombiano; lo cierto es que las recomendaciones 

de la OIT, la jurisprudencia y doctrina internacional son criterios auxiliares de interpretación judicial. 
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Que la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Convención Americana sobre 

derechos humanos, aceptadas por el Estado Colombiano como miembro de estos dos sistemas 

internacionales de protección de los derechos humanos, señalaron que el ideal del ser humano 

libre y exento de temor y miseria solo se puede realizar si se crean condiciones que permitan a 

cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 

derechos civiles y políticos. 

 

Y que aunque los anteriores instrumentos no constituyen tratados o convenios internacionales en 

estricto sentido, son vinculantes para los Estados que han aceptado su obligatoriedad, tanto en la 

proclamación de la Declaración Universal de los Derechos Humanos que “enuncia una concepción 

común a todos los pueblos de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 

familia humana y la declara obligatoria para la comunidad internacional”; como en la Declaración 

Americana de Derechos y Deberes del Hombre, en la que se afirmó que para los Estados 

miembros de la OEA, “la declaración americana constituye, en lo pertinente y en relación con la 

Carta de la Organización, una fuente de obligaciones internacionales”.   

 

Y que por todo lo anterior, el Estado Colombiano y sus poderes públicos, sometidos al principio de 

legalidad -entendido no solo como el marco legal al que deben estar ceñidas sus actuaciones sino 

al marco constitucional de respeto y satisfacción de los derechos humanos y fundamentales- deben 

adoptar las medidas legislativas, administrativas, judiciales, políticas y económicas, para hacerlos 

efectivos, máxime en tratándose de personas en una presunta vulnerabilidad, como lo puede ser 

una persona condenada en un juicio en el que no pudo ejercer defensa material ni técnica en 

debida forma. 

 

Ahora bien, habiendo dejada clara la importancia y obligatoriedad de la observancia de los 

instrumentos internacionales, es pertinente traer a colación los artículos 8 y 10 de la Declaración 

Universal de los Derechos del Hombre, que señalan que toda persona tiene derecho a un recurso 

efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la amparen contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley; y que toda persona tiene 

derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 

independientemente e imparcial para la determinación de sus derechos y obligaciones. 

 

Por su lado, el pacto internacional de derechos civiles y políticos, artículo 14, enseña en lo 

pertinente que, todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia, que toda 

persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier 

acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u 

obligaciones de carácter civil. 

 

Mientras que la Declaración americana de los derechos y deberes del hombre, en su artículo XVIII, 

enseña que toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos.  Así mismo, 

debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de 
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la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados 

constitucionalmente. 

 

Ahora, en la esfera interna, respecto de la naturaleza del derecho al debido proceso y su 

observancia plena y obligatoria, que impone límites al ejercicio del poder público, la H. Corte 

Constitucional, entre otras, en la sentencia C - 034 de 2014, enseñó: 

 
“El debido proceso es un derecho fundamental. Posee una estructura compleja, en tanto se 
compone por un plexo de garantías que deben ser observadas en todo procedimiento 
administrativo o judicial, escenarios en los que operan como mecanismo de protección a la 
autonomía y libertad del ciudadano y límites al ejercicio del poder público. Por ese motivo, el 
debido proceso es también un principio inherente al Estado de Derecho, cuyas características 
esenciales son el ejercicio de funciones bajo parámetros normativos previamente establecidos y la 
erradicación de la arbitrariedad. Así lo ha explicado la Corte:  
 

“(…) el derecho al debido proceso se muestra como desarrollo del principio 
de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del poder público, y en 
particular, al ejercicio del ius puniendi del Estado. En virtud del citado 
derecho, las autoridades estatales no podrán actuar en forma omnímoda, sino 
dentro del marco jurídico definido democráticamente, respetando las formas 
propias de cada juicio y asegurando la efectividad de aquellos mandatos que 
garantizan a las personas el ejercicio pleno de sus derechos".  

 
En ese contexto, la jurisprudencia constitucional ha definido el debido proceso como el 
conjunto de etapas, exigencias o condiciones establecidas por la ley, que deben 
concatenarse al adelantar todo proceso judicial o administrativo. Entre estas se cuentan el 
principio de legalidad, el derecho al acceso a la jurisdicción y a la tutela judicial efectiva de los 
derechos humanos, el principio del juez natural, la garantía de los derechos de defensa y 
contradicción, el principio de doble instancia, el derecho de la persona a ser escuchada y la 
publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas en esos procedimientos.  
 
Esas garantías se encuentran relacionadas entre sí, de manera que -a modo de ejemplo- el 
principio de publicidad y la notificación de las actuaciones constituyen condición para el 
ejercicio del derecho de defensa, y la posibilidad de aportar y controvertir las pruebas, una 
herramienta indispensable para que las decisiones administrativas y judiciales se adopten 
sobre premisas fácticas plausibles. De esa forma se satisface también el principio de legalidad, 

pues solo a partir de una vigorosa discusión probatoria puede establecerse si en cada caso se 

configuran los supuestos de hecho previstos en las reglas legislativas y qué consecuencias 

jurídicas prevé el derecho para esas hipótesis” (Negrillas y subraye del Juzgado). 

 

De la notificación personal del auto admisorio de la demanda: 
 

Ha sido pacífica la posición de la doctrina y de la jurisprudencia, que la notificación personal es la 

forma de comunicación de las providencias por excelencia, pues a través de ella se pone en 

conocimiento a su destinatario una determinada decisión, diferenciándose de los mecanismos 

procesales que contribuyen en esa comunicación o denominadas citaciones, en las que 

simplemente se hace un llamamiento para que el destinatario acuda al despacho judicial dentro de 

un término legal para ser enterado de su convocatoria al proceso. 
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Que el acto de notificación de la primera decisión que se dicta en un trámite tiene por objeto que la 

parte afectada cuente con la posibilidad jurídica de actuar, y de oponerse, si así lo considera, a los 

argumentos vertidos en el escrito introductorio; por tanto, tal actuación debe encontrarse en plena 

consonancia con el artículo 41, literal A numeral 1º del C.P.T. y S.S. y con el 29 del mismo 

estatuto, que enseña que una de las actuaciones que deben notificarse ‘personalmente’ es al la del 

auto admisorio de la demanda al demandado, lo cual no se cumple con el mero envío del oficio 

citatorio para que se acuda a la diligencia de la notificación, ni con el envío del aviso advirtiendo 

nuevamente de la notificación personal so pena de nombramiento de curador. 

 

No se olvide que el procedimiento laboral y los asuntos que conoce difieren grandemente de la 

jurisdicción civil, pues mientras que ésta permite para los trámites de notificación de la demanda la 

notificación por aviso y cuenta con herramientas legislativas como la posibilidad de proferir 

sentencias anticipadas o aplicar el desistimiento tácito; tales figuras se encuentran proscritas en el 

procedimiento laboral, el cual en todos los casos debe garantizar el derecho de contradicción y 

defensa técnica, así sea a través de la notificación personal por medio de curador ad litem, que 

implica su nombramiento, aceptación, posesión, notificación de la providencia y término de traslado 

para la contestación. 

 

En consecuencia, ha sido enfática la jurisprudencia al señalar que no es dable entender como 

satisfecha la exigencia de la notificación personal con la mera remisión de la comunicación o 

citación. 

 

Ahora bien, como el estatuto procesal del trabajo no dispone la forma específica como se debe 

surtir la notificación personal, por lo menos antes del Decreto 806 de 2020, la jurisprudencia ha 

entendido que se debía acudir al artículo 291 del CGP, remitiendo una citación a la demandada a 

través del servicio postal autorizado, en donde se informara la existencia del proceso, su 

naturaleza y la fecha de la providencia que se debía notificar, previniéndolo para que dentro de un 

tiempo determinado compareciera a la sede judicial a recibir la respectiva notificación. 

 

Por ello, es de suma importancia que se dejara constancia escrita de la notificación de la persona 

que es convocada al proceso, como forma de acreditar que efectivamente se puso en 

conocimiento la providencia que lo convocó al escenario judicial, por lo que si no se logra 

materializar ese evento, se debe proceder a tramitar el mecanismo del aviso, siguiendo las 

directrices generales del procedimiento laboral, en este caso, el artículo 29 del CPT y de la SS. 

 

Es decir, fallida la notificación personal con el envío del primer citatorio, se procedía a informar o 

avisar al convocado que una vez cumplido dicho trámite (el del aviso) y transcurrido el término de 

diez (10) días que se prevé, sin que se logre su comparecencia para notificarlo personalmente, se 

le designará curador para la litis, ordenando a su vez el emplazamiento por edicto. 
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En ese sentido, la norma y la jurisprudencia es clara al señalar que en materia laboral no existe 

como tal la notificación por aviso, pues éste es tan solo un mecanismo de llamamiento o citación 

que se acompasa con lo previsto en el artículo 29 del CPT y de la SS, en el que se obliga 

perentoriamente al nombramiento del auxiliar de la justicia con quien debe surtirse la notificación 

personal del auto admisorio de la demanda, en caso de que el demandado no comparezca, no sea 

hallado o se impida su notificación. 

 

Ha explicado la jurisprudencia que de conformidad con las previsiones establecidas en el artículo 

29 del CPT y de la SS, son dos las eventualidades que allí se prevén para efectos de nombrar al 

auxiliar de la justicia que debe representar los intereses de la persona ausente.  

 

La primera, que se produce cuando el demandante en el escrito primigenio con el que se le da 

inicio al proceso, expresamente manifiesta bajo la gravedad del juramento, el cual se considera 

prestado con la presentación de la demanda, que desconoce o que ignora el domicilio de la parte 

demandada, situación que conduce a que el Juez proceda inmediatamente en el auto admisorio de 

la demanda a nombrarle a la parte pasiva un curador ad litem y ordenar el emplazamiento por 

edicto. 

 

La segunda situación, es la prevista en el inciso 3º de la referida norma, que se presenta cuando el 

actor suministra en el escrito de demanda el domicilio y dirección donde puede ser notificado el 

demandado, pero al procurarse ese acto de notificación personal, el mismo se frustra, bien porque 

no es hallado el sujeto pasivo de la acción o por impedir éste su notificación, evento en el cual si 

bien es cierto también hay lugar al nombramiento de un curador ad litem y a ordenar su 

emplazamiento, tal designación debe estar precedida del acatamiento al trámite que en este caso 

debe surtirse, consistente en la fijación del aviso al demandado en la dirección denunciada, en el 

que se le informe que debe concurrir al despacho dentro de los diez (10) días siguientes, para 

notificarle el auto admisorio de la demanda, advirtiéndole que si no comparece, se procederá a 

nombrarle un curador para la litis y seguir con él su trámite. 

 

Al respecto, en sentencia C-1038 de 2003, el Alto Tribunal Constitucional, adujo: 
 
“Adicionalmente, el emplazamiento del demandado paralelo al nombramiento del curador ad litem 
previsto en la disposición acusada, lejos de lesionar los derechos fundamentales del demandado, 
pretende hacer efectivos de manera sumaria los derechos de los trabajadores, quienes, en estos 
casos, por lo general, actúan como demandantes. Lo anterior, a juicio de esta Corporación, 
corresponde a un desarrollo de los principios de celeridad y eficiencia propios del ejercicio de las 
funciones jurisdiccionales del Estado (C.P. art. 209 y 228).  
 
La doctrina ha reconocido la existencia del emplazamiento paralelo, en los siguientes términos: 
 

“Dos eventos diferentes contempla el artículo 29 del C.P. del T. El primero, cuando el 
demandante ignora la residencia del demandado; el segundo, cuando conociéndola y 
enunciándola en el líbelo, es el propio demandado quien dificulta que se trabe la litis, es 
decir, quién impide que se le haga la notificación y el traslado correspondiente. 
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En el primer caso hay necesidad de que el actor jure ante el funcionario el hecho de 
desconocer la residencia de la persona a quien demanda. Prestado el juramento, el juez 
admitirá la demanda y en el mismo auto nombrará curador al demandado, para luego darle 
posesión y notificarle el auto admisorio con el consiguiente traslado de la demanda. Pero 
no para ahí la obligación del funcionario: Debe proceder a emplazar al demandado, en la 
forma prevista por el artículo 318 del C. de P.C.; el término de emplazamiento no 
suspende la actuación; vale decir, el juicio, se sigue tramitando, pero, y ello es de 
importancia, no se dictará sentencia antes de que se haya cumplido el emplazamiento. 
 
En el segundo caso, o sea cuando el demandado se oculta, (...) el juez procederá a 
nombrarle un curador ad-litem a quien se dará posesión y se le notificará la 
demanda corriéndole el traslado de rigor. A semejanza del evento anterior, el juez 
ordenará el emplazamiento y adelantará el negocio pero sin pronunciar el fallo de 
primera instancia antes de que se haya cumplido el emplazamiento (...)”. (Subraya y 
negrilla por fuera del texto original).  

 
En idéntico sentido, se ha expuesto que: 
 
“Como se ve, en los juicios laborales, a diferencia de los civiles, el nombramiento de 
curador ad litem se hace de plano, con el fin de que el trámite del proceso sea más rápido, 
sin perjuicio del emplazamiento al demandado en la forma señalada por el artículo 318 del C. 
de P. C., el cual correrá simultáneamente con la tramitación del proceso”. (Subraya y negrilla 
por fuera del texto original) 
 
En conclusión, la norma acusada lejos de lesionar los derechos fundamentales de las 
partes, pretende hacer efectivo el principio de celeridad procesal, sin comprometer los 
derechos procesales del demandando, a través de la adopción de dos medidas 
encaminadas a garantizar el derecho de defensa: El nombramiento del curador ad litem y el 
emplazamiento paralelo del demandado.” (Subraya y negrilla por fuera del texto original). 
 

Finalmente, respecto a la notificación de la demanda como carga de la parte actora y la necesidad 

del nombramiento de curador ad litem para notificar el auto admisorio de la demanda, la Sala de 

Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 15 de marzo de 2017, 

radicación 56998, enseñó: 

 
“… las partes tienen ciertas cargas procesales que redundan en su propio beneficio, como 

es el caso de la notificación del auto admisorio de la demanda. En la sentencia CSJ SL, 18 sep. 
2012, rad. 40549, la Corte explicó al respecto:  
 
…a las partes del proceso compete asumir ciertas cargas procesales, cuando quiera que sus 
resultados sólo obran en su propio beneficio o perjudican únicamente a quien elude asumirlas.   

  
Tal el caso del trabamiento de la relación jurídico procesal que se impone como acto procesal 
necesario a efectos de garantizar el derecho de defensa y de contradicción de quien es convocado 
forzosamente al proceso y que, en principio, beneficia exclusivamente a quien funge como actor… 
 
Desde tal perspectiva es que ha entendido la Corte la aplicación de la ‘oficiosidad procesal’ y la 

‘gratuidad’ de particulares actos del proceso laboral, por manera que, ni ésta ni aquélla tienen 

carácter absoluto, pues están limitadas por conceptos jurídicos como las llamadas ‘cargas 

procesales’, particularmente, para el trabamiento de la relación jurídico procesal, la de facilitar la 

postura a derecho del demandado mediante la notificación personal del auto admisorio de la 
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demanda, o, en su defecto, la de la notificación a través de curador ad litem, pasados 10 días de 

haberse cumplido aquella con la parte actora del proceso.” 

 

De las conclusiones jurídicas: 
 

Como consecuencia de todo lo expuesto, se ha aceptado que dejar de realizar dichas formas, 

implica una vulneración al debido proceso de la parte demandada, quien como en este caso, no ha 

contado dentro del trámite con todas las garantías previstas en el ordenamiento jurídico para su 

debida integración, a pesar de que ha dicho la Corte que el derecho de defensa y el debido 

proceso exigen que la relación jurídica procesal quede delimitada ab initio en el juicio, que los 

jueces no pueden tolerar un quebranto del derecho fundamental al debido proceso, que, sin duda, 

es una de las grandes conquistas de una sociedad civilizada y que el desarrollo de los procesos no 

escapa a que se cumplan las garantías constitucionales de todo proceso judicial; por ende, si el 

proceso se ha surtido sin el conocimiento de la parte demandada, es una circunstancia que se 

traduce en una violación al derecho de contradicción y defensa y, por ende, al debido proceso. 

 

Son suficientes las anteriores motivaciones que justifican que un juez tenga la obligación de 

corregir los actos irregulares que afectan de manera irreparable la estructura esencial del proceso 

que llevan o llevarán a la etapa ejecutiva, la cual además exige que los títulos que se presentan 

como base de la ejecución, reúnan necesariamente requisitos de forma y de fondo para que 

puedan ser considerados como tales. 

 

Por ello, la observancia judicial de las condiciones de un título ejecutivo en la debida oportunidad 

procesal, debe ser rígida, pues lo contrario, esto es, la inexactitud o inexistencia de las 

características esenciales, como cuando el documento presentado para su configuración o 

declaración como título ejecutivo trae serias dudas respecto a su constitución y estructuración, 

dando lugar a interpretaciones, lecturas, preguntas, dudas o incluso probanzas; lo que indicaría 

que no hay certeza respecto al requisito de claridad y quizá de exigibilidad de la obligación 

presuntamente ejecutable. 

 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T065-2008, enseñó: 
 
“Según el accionante, la legislación procesal no tiene previsto ningún mecanismo de defensa para 
discutir dentro del proceso ejecutivo las irregularidades que se pudieron presentar en la 
notificación de la demanda del proceso ordinario que dio origen a la sentencia que se ejecuta y por 
ello se acude a la tutela. Sin embargo, dicha afirmación es incorrecta como lo hizo ver el juez de 
tutela de primera instancia.  
 
De acuerdo con el artículo 142 del Código de Procedimiento Civil, la nulidad por “falta de 
notificación o de emplazamiento en legal forma” -que es la reclamada por el tutelante- puede 
alegarse como excepción en el proceso que se adelante para la ejecución de una sentencia. Dicha 
disposición es concordante con el artículo 509 del mismo Código, que dispone expresamente:  

 

“2. Cuando el título ejecutivo consista en una sentencia o un laudo de condena, o en otra 
providencia que conlleve ejecución, sólo podrán alegarse las excepciones de pago, 
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compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se 
basen en hechos posteriores a la respectiva providencia; la de nulidad en los casos que 
contemplan los numerales 7 y 9 del artículo 140, y de la pérdida de la cosa debida.” (se 
subraya) 

 

La ley permite entonces que el demandado pueda discutir en el proceso de ejecución de una 
sentencia, las irregularidades en la notificación personal o en el emplazamiento que le habrían 
impedido conocer la existencia del proceso ordinario y ejercer sus derechos de contradicción y 
defensa dentro del mismo. En ese orden, el legislador cuida que el ejecutado no sea sorprendido 
con una sentencia producida en un proceso del cual no formó parte.  

 

Tal regulación es aplicable a los juicios laborales en virtud de la remisión normativa al 
procedimiento civil que se hace en el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo, según el cual a 
falta de disposiciones especiales en el procedimiento del trabajo, se aplicarán las del Código 
Judicial (hoy Código de Procedimiento Civil). Además, el artículo 107 del estatuto procesal del 
trabajo, que establecía que en los procesos ejecutivos laborales no procedía ninguna excepción 
diferente al pago, fue declarado inexequible por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 29 
de marzo de 1990, pues desconocía las garantías constitucionales del demandado, en tanto que le 
prohibía invocar hechos necesarios para su debida defensa, tales como "alegar la nulidad del 
proceso que se adelanta o la de aquél del cual surgió la obligación que se le reclama, causada por 
indebida representación o falta de notificación o emplazamiento en legal forma, todo lo cual deja al 
ejecutado en total indefensión. 

 

En esa medida, aciertan los jueces de instancia al señalar que en casos como el presente existe 
un medio ordinario de defensa judicial que el interesado puede ejercer para el resguardo de su 
posición jurídica dentro del proceso.” 

 

ii. Del caso en concreto: 
 

Descendiendo al caso bajo estudio y revisado el plenario, encuentra el Despacho que el Sr. 

Vladimir Enrique Avendaño Cepeda, interpuso demanda ordinaria laboral en contra de la Sra. Ana 

Del Carmen Berdugo Mattos, con el objeto de obtener el pago de los honorarios adeudados, 

pretensiones que se despacharon favorablemente, de conformidad a la sentencia condenatoria 

emitida dentro del asunto de marras en data 30 de marzo del 20121; por lo que la parte 

demandante solicitó el cumplimiento de sentencia. 

 
Ahora, de cara a la notificación de la demanda, informa el plenario que el auto admisorio se profirió 

el 09 de marzo del 20112; a folios 64 – 75 del expediente digitalizado reposan oficios para la 

citación de aviso a la demandada, de datas 11 y 12 de abril del 2011, las cuales de conformidad a 

las constancias aportadas por la empresa de mensajería fueron entregadas en la dirección de la 

demandada consignada en el libelo demandatorio3.  

 

                                               
1 Pág. 99 - 107 
2 Pág. 51 
3 Pág. 64, 73 y 75 
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Así las cosas, hasta en ese momento, lo único que informaba el expediente es que se habían 

enviado citatorios para que la demandada acudiera al Despacho a notificarse personalmente de la 

demanda, lo que dicho sea de paso, nunca ocurrió, por lo que el procedimiento que continuaba era 

el previsto en el artículo 29 del CPL y de la SS, vigente para la época, procedimiento que fue 

obviado por el funcionario judicial de la época, quien a través de auto del 16 de mayo del 20114, sin 

que la demanda estuviera notificada a la demandada bien en forma directa o bien a través de 

curador ad litem, resolvió tener por no contestada la demanda; practicando las audiencias de 

trámite y ordenando condena sin haber garantizado el debido proceso de quien fue convocada a 

juicio. 

 

En ese sentido, observa el Despacho que el proceso adolece de la causal de nulidad prevista en el 

numeral 8 del artículo 133 del C.G.P., esto es, cuando no se ha practicado en legal forma la 

notificación del auto admisorio de la demanda; nulidad señalada que puede y debe ser declarada 

por el juzgado, en protección del derecho fundamental del debido proceso de la demandada y del 

derecho a la igualdad de las personas ante la Ley, que al tenor expresa: 

 
Artículo 133. Causales de nulidad  
 
El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 
 
(…) 
 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a 
personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, 
que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera 
de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a 
cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 
 
(…) 
 

Ahora bien, encuentra el Despacho que la nulidad no ha sido saneada, pues de un lado, no existe 

una parte pasiva vinculada al proceso a quien advertirle de su existencia; y de otro, el defecto 

encontrado no se puede corregir únicamente realizando la notificación omitida, por expresa 

prohibición del legislador, conforme se lee del artículo 133 del C.G.P., que claramente establece el 

saneamiento de la nulidad siempre que la providencia no notificada no sea la del auto admisorio de 

la demanda; ello por cuanto, a la demandada no se le ha garantizado su derecho de defensa y 

debido proceso desde el inicio de la litis, pues el proceso ordinario y ejecutivo se adelantó sin su 

comparecencia y sin representación judicial, bien por un abogado de confianza designado, o bien 

por un curador ad litem; es decir, que no ha tenido la oportunidad de conocer las presentes 

diligencias, ni tampoco actuar dentro de ellas, como se dijo, directamente o bien por intermedio de 

Curador. 

 
Indica lo anterior, que la litis dentro de este proceso, no se encuentra trabada en debida forma, 

toda vez que, en desconocimiento del derecho de defensa y debido proceso previsto en el artículo 

29 de la C.P. y de las ritualidades del legislador procesal en materia laboral, a la demandada no se 

le garantizó el derecho de conocer y comparecer al proceso.  

                                               
4 Pág. 77 
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Y es que en este asunto, ni siquiera puede argumentarse con seriedad que los oficios de aviso 

surtieron efecto, pues de un lado, como se vio la jurisdicción laboral solo admite notificación 

personal del auto admisorio y de otro, el aviso enviado no indicó al demandado que debía concurrir 

al Juzgado dentro de los 10 días siguientes para notificarle el auto admisorio de la demanda, so 

pena de designarse un curador para la Litim; por el contrario, de manera errónea, se indicó que la 

notificación se consideraría surtida al día siguiente de la entrega. 

 
Así las cosas, dentro del asunto en análisis, se encuentra que se pretermitió de manera absoluta el 

trámite de la notificación en debida forma a la demandada; sin haberse hecho uso de todos los 

medios legales posibles para garantizar la presencia de él o por lo menos, la defensa técnica 

asistida por curador ad litem; lo que significa que el proceso no solo está incurso en las causales 

procesales de nulidad aludidas, esto es, indebida notificación, falta representación sino también en 

una causal de nulidad constitucional, por violación o desconocimiento absoluto del debido proceso 

de la persona que resultó condenada y ejecutada dentro un proceso del cual no forma parte. 

 

Por los fundamentos anteriormente esbozados, se declarará la nulidad de todo lo actuado dentro 

del sub lite desde la etapa ordinaria, a partir inclusive de la citación por aviso para la notificación 

del auto admisorio de la demanda, pues se repite, no se ha dado la oportunidad a la parte 

demandada de conocer la existencia de la presente acción de la manera adecuada, impidiéndole el 

ejercicio directo de su derecho de defensa y contradicción; en consecuencia, se levantarán las 

medidas cautelares decretadas en el trámite ejecutivo, y se ordenará la debida notificación 

personal del auto admisorio del proceso ordinario a la parte demandada, en la forma establecida 

por el Decreto 806 del 2020. 

 

Corolario, se requerirá al apoderado judicial de la parte demandante, para que informe la dirección 

de correo electrónico, con la finalidad de que por medio de la Secretaría le sea remitido copia en 

PDF de la providencia a notificar, y que posterior a ello allegue constancia de la gestión realizada, 

para ser anexada dentro del expediente y continuar con el trámite de rigor. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado: 

 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado dentro del presente proceso seguido por 

VLADIMIR ENRIQUE AVENDAÑO CEPEDA contra la ANA DEL CARMEN VERDUGO MATTOS 

desde la etapa ordinaria, a partir inclusive de la citación por aviso para la notificación del auto 

admisorio de la demanda, de conformidad a las razones expuestas en la parte motiva de la 

presente providencia. 

 
SEGUNDO: LEVANTAR todas y cada una de las medidas cautelares decretadas dentro del 

asunto de marras; por Secretaría líbrense los oficios, de conformidad a las razones expuestas en 

la parte motiva de la presente providencia. 
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TERCERO: REQUERIR al apoderado judicial de la parte demandante, para que informe la 

dirección de correo electrónico, con la finalidad de que por medio de la Secretaría le sea remitido 

copia en PDF del auto admisorio de la demanda ordinaria, cuya providencia debe ser notificada 

de manera personal a la demandada, en la forma establecida por el Decreto 806 del 2020. 

 

CUARTO: REALIZADO el trámite de la notificación, requerir nuevamente a la parte demandante 

a través de su apoderado judicial, para que allegue constancia de la gestión realizada, para ser 

anexada dentro del expediente y continuar con el trámite de rigor. 

 

QUINTO: ADVERTIR a la parte demandada, que la contestación de la demanda debe reunir los 

requisitos del Art. 31 del CPL y SS, modificado por el Art. 18 de la ley 712 de 2001 y debe aportar 

con ella la documental que se encuentre en su poder; además deberá ser remitida a la secretaria 

del Juzgado a través del correo electrónico institucional de esta Unidad Judicial. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

La Juez, 

 

ÁNGELA MARÍA RAMOS SÁNCHEZ 

 
JUZGADO SEXTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 
HOY, 28 DE ABRIL DEL 2021, SE NOTIFICA EL ANTERIOR AUTO 

POR ESTADO No. 14 
CBB 
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